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I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Procede la Magistrada sustanciadora a resolver el recurso de apelación interpuesto por el representante legal del Edificio Punta del Este Propiedad Horizontal, contra el auto adiado el veinte (20) de septiembre de dos mil doce (2012), proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Santa Marta. 

II. SÍNTESIS PROCESAL

Mediante proveído de 19 de julio de 2012 el Juzgado a quo fijó el 1º de agosto de esa misma anualidad para celebrar la audiencia de que trata el artículo 101 del CPC, la que fuera notificada mediante inclusión en el estado número 110 de 24 de julio de 2012. Llegada la fecha indicada, sólo compareció el extremo activo, dejándose la expresa constancia de inasistencia del representante legal  del demandado, quien a su vez funge como su apoderado, siendo recibida el 3 de agosto de 2012 la excusa por su no comparecencia.
Acto seguido, en providencia de 20 de septiembre de 2011 (sic – léase 2012) se dispuso sancionar al Edificio Punta del Este y a su apoderado Fray Elías Enciso Torres con multa de 5 salarios mínimos mensuales, al paso que se tuvieron como ciertos los hechos susceptibles de confesión en que se fundan las excepciones de mérito, así como su inasistencia se calificó como “indicio grave en contra de las excepciones de mérito si las propusiere”. Para arribar a tal determinación, expuso la juzgadora de primer grado que el apoderado y representante de la demandada no compareció, y que sólo intentó justificarse, sin que la excusa médica presentada indique que se extiende incapacidad.
Contra esa determinación el afectado interpuso los recursos de reposición y el subsidiario de apelación, alegando que el día de la audiencia sufrió quebrantos de salud que le impidieron trasladarse desde la ciudad de Barranquilla para cumplir la cita, así que habiendo aportado la prueba sumaria solicita la revocatoria de la providencia impugnada.
El 28 de enero de 2013 se dispuso no reponer la providencia censurada, al estimar que la nota expedida por el galeno sugiere reposo sin que se hubiere indicado que su estado de salud limitaba el desplazamiento de una ciudad a otra o que de hacerlo empeoraría sus padecimientos. 

III. CONSIDERACIONES

El aspecto a resolver por la suscrita se centra en establecer si la excusa médica presentada por el representante de la persona jurídica demandada, quien al tiempo actúa como su procurador judicial constituye una justa causa para su inasistencia a la audiencia de que trata el artículo 101 del CPC, pues la jueza a quo la desestimó y por lo mismo impuso las sendas sanciones, una de índole pecuniaria equivalente a cinco salarios mínimos legales, y otra de carácter procesal a la propiedad horizontal, consistente en tener su falta de comparecencia como “indicio grave en contra de las excepciones de mérito si las propusiere”..

Con la imposición de las aludidas sanciones se busca que los litigantes concurran para que zanjen sus diferencias y prontamente termine el pleito, pero el alcance normativo no se limita a intentar lograr la conciliación total ora parcial, sino que también persigue la fijación del litigio, el saneamiento del proceso, y la resolución de las excepciones previas.
Ahora bien, se hace acreedor de la sanción quien se muestre remiso a comparecer y no quien está imposibilitado de hacerlo. Es por eso que el numeral 1º del parágrafo 2º del art. 101 del Código de Procedimiento Civil, permite que antes de la hora señalada para la audiencia, se pueda presentar excusa justificada de su no comparecencia, caso en que se suspenderá para continuarla el quinto día siguiente, y si en esa nueva oportunidad se acredita que por fuerza mayor o por haber fijado el domicilio en el extranjero la parte no puede concurrir, se celebrará la audiencia con el apoderado quien tendrá facultades “para conciliar, admitir hechos y desistir”. Y en todo caso si no se presentó excusa antes de la audiencia, tampoco se hace sujeto de la multa si dentro de los cinco (5) días siguientes a la realización de la audiencia justifica sumariamente que no pudo asistir por presentarse fuerza mayor o caso fortuito, o por haberse presentado una de las causas previstas en el artículo 168 del C.P.C.
 de tal suerte que la normativa reseñada contempla los eventos para liberarse de las sanciones, a saber: la fuerza mayor, el caso fortuito, la fijación de domicilio en el exterior, y las causas que dan lugar a interrupción del proceso.

Quiere decir lo anterior, que esas son las excepciones que pueden esgrimirse como excusa válida para la incomparecencia a la audiencia de que se viene hablando. En el presente asunto se aduce una causal de interrupción del proceso, cual es la enfermedad del citado. En punto a los padecimientos que dan lugar a la paralización de la litis, la Honorable Corte Suprema de Justicia tiene sentado lo siguiente:

“Desde el punto de vista jurídico el estado patológico de grave no puede ser tan estricto, al extremo de rayar con lo inhumano, sino que debe mirarse en función de la razón de ser de la interrupción, cual es asegurar la intervención de las partes en los procesos judiciales, porque el remedio de la sustitución del poder, aunque procedente, terminaría imponiéndose como una obligación, pese a ser una facultad, y porque lo inesperado e insuperable no puede excluir los casos en los que el apoderado se encuentra en condiciones de ejercer debidamente sus facultades intelectivas, verbi gratia, una prescripción médica que exige “reposo absoluto”, lo cual supone cama o silla de ruedas e implica que el paciente sólo puede realizar actividades básicas (comer, higiene personal), excluyendo por supuesto el trabajo, pues en todo lo demás debe ser asistido, como lo entiende la práctica médica.”

Y en una oportunidad más reciente, la misma Corporación puntualizó:
“2. 

Acerca de la naturaleza de la enfermedad grave del apoderado judicial como causa de interrupción del proceso o de la actuación posterior a la sentencia, esta corporación  ha dicho que aquella es la que impide  “realizar aquellos actos de conducta atinentes a la realización de la gestión profesional encomendada, bien por si solo o con el aporte o colaboración de otro. Será grave, entonces, la enfermedad que imposibilita a la parte o al apoderado en su caso, no sólo la movilización de un lugar a otro, sino que le resta oportunidad para superar lo que a él personalmente le corresponde” (auto de 6 de marzo de 1985, reiterado en auto de 26 de abril de 1991), así como también que “el mentado motivo de interrupción (…) no surge de cualquier quebranto de salud, sino de aquella afección o dolencia que por su intensidad e irresistibilidad, le impida a aquél sobreponerse a sus efectos para realizar las actividades propias del mandato (…) la afección de salud grave es la que origina la interrupción del proceso, pues sólo de ella puede predicarse que coloca al apoderado, dentro del ámbito de lo inesperado e insuperable, en la imposibilidad absoluta de ejercer el derecho de postulación; por consiguiente, no es cualquier enfermedad la que determina el comentado fenómeno, sino su irresistibilidad” (Auto de 2 de noviembre de 2007, Exp. No. 73001 3103 001 2001 00023 01).”

En el sub lite, se argumentó que la ausencia a la cita judicial se debió a “motivos ajenos a [su]  voluntad” debido a que se encontraba “afectado en [su] salud” y para acreditar su dicho trajo a autos certificación médica expedida el 1º de agosto de la pasada anualidad por el galeno Moisés Juliao Bolívar con Registro Médico 1382, según la cual en la fecha el togado presentó “amígdalas hipertróficas y placas IC: FAA, por lo que se le ordena tratamiento y reposo por el día de hoy.” 
Auscultado el documento en mención, aflora que para la fecha de la diligencia el citado no estaba en capacidad de desplegar actividad física alguna, máxime si para concurrir a la diligencia tenía que desplazarse desde Barranquilla, lo que constituye un motivo válido para no asistir, siendo desproporcionado exigirle que acudiera al despacho judicial, en vista que ello iba en detrimento de su estado de salud.
En resumen, el escrito emanado del galeno consultado por el sujeto sancionado, tiene la virtualidad de interrumpir el proceso en la medida que le fue ordenado “reposo”, lo que conduce a revocar el auto apelado, para en su lugar abstenerse de imponer sanción alguna, pues la excusa se presentó dentro del término indicado por la ley.
No hay lugar a condenar en costas, ante la prosperidad del recurso, en fiel apego a lo establecido en el artículo 392 numeral 1º del C. de P. C., modificado por el artículo 19 de la ley 1395 de 2010.

IV. DECISIÓN
Por todo lo anteriormente expuesto, la Magistrada sustanciadora Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, en Sala Civil - Familia, REVOCA en su integridad el auto adiado veinte (20) de septiembre de dos mil doce (2012), proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Santa Marta.
En su lugar se tiene como justificada la inasistencia del representante legal del Edificio Punta del Este a la audiencia de que trata el artículo 101 del CPC, y por lo mismo no hay lugar a imponer sanciones de ninguna índole.

Sin costas ante la prosperidad del recurso.
En su oportunidad, devuélvase el diligenciamiento.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ

Magistrada
� Ley 446 de 1998, art. 103, compilado en el decreto 1818 de 1998, artículo 25.


� Sentencia de 7 de diciembre de 2000, Expediente No. 5570


� Auto de 14 de octubre de 2011, Exp. 73001-3103-001-2005-00115-01
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